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RECURSO DE REVISIÓN 290/2025-2

           RECURSO DE REVISIÓN 290/2025-2

COMISIONADO PONENTE: 

m.A.P.P.P. SARA VIRIDIANA TAPIA RINCÓN

SUJETO OBLIGADO:


SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión ordinaria de 08 ocho de abril  de 2025 dos mil veinticinco. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y

R E S U L T A N D O:

I. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 241229825000006, el 20 veinte de enero de 2025 dos mil veinticinco, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:

“Requiero se me indique de forma concreta el total de las unidades el número económico número de concesión concesionario y modelo de la unidad que fueron retirados de circulación en 2024 por esta secretaría que ya no se encontraban vigentes en San Luis Potosí las cuales tienen una duración de aproximadamente 10 años esto de acuerdo a las declaraciones de su titular Araceli Martínez Acosta que aseguró que fueron 350 unidades las que se retiraron”

II. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 30 treinta de enero de 2025 dos mil veinticinco, el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública
:

“ADJUNTO RESPUESTA”    
III. Interposición del recurso. El 21 veintiuno de febrero de 2025 do mil veinticinco, a través del Sistema de Comunicación con los Sujetos Obligados de la Plataforma Nacional de Transparencia San Luis Potosí, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión contra la respuesta, mismo que quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública en la misma fecha.

IV. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 21 veintiuno de febrero de 2025 dos mil veinticinco, la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que, por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la Comisionada Sara Viridiana Tapia Rincón por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

V. Auto de admisión y trámite. Por proveído de 24 veinticuatro de febrero de 2025 dos mil veinticinco, la unidad de ponencia acordó en los siguientes términos:

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como sujeto obligado a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.
· Se actualizó la hipótesis establecida en la fracción V, del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar-.  

· Se le tuvo al recurrente por señalada dirección electrónica para oír notificaciones.

Asimismo, se le requirió al sujeto obligado para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones, así como para que el servidor público que comparezca a realizar manifestaciones remitiera copia certificada del nombramiento que lo acreditara como tal.

Finalmente, se le hizo saber al recurrente que en términos del artículo 67 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del estado de San Luis Potosí  se encontraba a salvo su derecho para oponerse a la publicación de sus datos personales. 


VI. Informe sujeto obligado. Por proveído de 14 catorce de marzo de 2025 dos mil veinticinco, la ponencia del presente asunto tuvo:

· Por recibido el oficio SCT/UT/02-03/2025 recibido el 07 siete de marzo de 2025 dos mil veinticinco, signado por la Titular de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado. 
· Por reconocida la personalidad del sujeto obligado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por ofrecidas las pruebas documentales que adjuntó al oficio de cuenta.

Respecto de la parte recurrente, se advirtió que no compareció a formular, manifestaciones, alegatos y/o presentar pruebas que estimara convenientes.


Finalmente, se declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166, 167 y 168 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la falta de respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 

TERCERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 30 treinta de enero de 2025 dos mil veinticinco, el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los 15 quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 31 treinta y uno de enero de 2025 dos mil veinticinco al 21 veintiuno de febrero del año en curso.
· Siendo inhábiles los días 01 uno,02 dos, 03 tres, 08 ocho, 09 nueve, 15 quince y 16 dieciséis de febrero de 2025 dos mil veinticinco, conforme al calendario de actividades aprobado por el pleno de este Organismo.

· Consecuentemente, si el 21 veintiuno de febrero de 2025 dos mil veinticinco, el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.

CUARTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama al sujeto obligado en virtud de que la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida a la dependencia de que se trata como sujeto obligado de acuerdo al registro de la Plataforma Nacional de Transparencia.   

QUINTO. Causales de improcedencia. No se advierte actualización de alguna causal de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia.

SEXTO. Estudio de fondo.


6.1. Agravios. El recurrente expresó lo siguiente: “Procedo con mi recurso de queja ante el incumplimiento de entregarme la información claramente solicitada. Independientemente de los argumentos señalados por la SCT donde su titular según notas periodísticas aseguró que la SCT retiró 350 unidades de transporte público en 2024 y señala que las notas en medios de comunicación las cuales solo arrojan indicios sobre los hechos a que se refieren sin dar certeza plena de un hecho independientemente en el sentido de que la entrevistada negara los hechos y los publicados en los medios de comunicación citados claramente en mi solicitud de información solicite requiero se me indique de forma concreta el total de unidades el número económico y número de concesión concesionario y modelo de la unidad que fueron retirados de circulación en 2024 por esta secretaría que ya no se encontraban vigentes en San Luis Potosí las cuales tienen una duración aproximada de 10 años, cuya información claramente solicitada no me fue proporcionada igualmente la SCT menciona que se notificaron a diversos concesionarios que de una revisión a sus expedientes se constató que en el ejercicio 2024 que las unidades de su cargo contravenían a lo  estatuido por los artículos 46 en su primer párrafo y 67 fracción II, inciso a esto al exceder la antigüedad máxima permitida de 10 años. En ese tenor, dichas unidades se encuentran en un proceso administrativo para sustituir el vehículo referido por lo por otro que cumpla  con la disposición legal que establece como antigüedad máxima permitida 10 años de conformidad con los procedimientos internos que lleva a cabo esta secretaría para la baja de vehículo y/o cambio de vehículo por lo tanto la SCT es omisa en señalar de forma concreta lo solicitado solo señalando que se notificaron a diversos concesionarios, esa no puede ser considerada como una respuesta válida ante una solicitud de información que hace mención a datos específicos por consiguiente es de señalar que este sujeto obligado atendió la solicitud de mérito con los medios que cuenta de conformidad con el artículo 175 del código procesal administrativo para el estado de San Luis Potosí..”

6.1.1 Caso Concreto. Determinar si en el derecho de acceso efectuado en la solicitud de acceso que dio origen al presente recurso, se ajustó a los principios que rigen en materia de transparencia y acceso a la información pública.

6. 1.2. Agravio fundado.

Ahora, previo al estudio de fondo y con el objeto de lograr claridad en la controversia planteada y en el tratamiento del tema en estudio, resulta conveniente recordar lo solicitado por el particular:

“Requiero se me indique de forma concreta el total de las unidades el número económico número de concesión concesionario y modelo de la unidad que fueron retirados de circulación en 2024 por esta secretaría que ya no se encontraban vigentes en San Luis Potosí las cuales tienen una duración de aproximadamente 10 años esto de acuerdo a las declaraciones de su titular Araceli Martínez Acosta que aseguró que fueron 350 unidades las que se retiraron”

Consecuentemente, por conducto de la Titular de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado notificó el contenido del oficio SCT/GDTCM026/2025 de 28 veintiocho de enero 2025 dos mil veinticinco, signado por la Directora General del transporte Colectivo Metropolitano de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes  tal y como se advierte a foja 3 de autos y en la propia Plataforma Nacional de Transparencia:

En vía de alegatos, por conducto de la unidad de transparencia el sujeto obligado reiteró su respuesta inicial y defendió la legalidad de su actuar.

En esta tesitura, por exhaustividad, es preciso indicar que, en relación con el material documental que obra en el expediente y aquellas constancias obtenidas de la Plataforma Nacional de Transparencia, así como de los demás medios autorizados como correo electrónico, este Órgano Colegiado le otorga valor probatorio en virtud de ser expedidas por el sujeto obligado en ejercicio de sus atribuciones, con fundamento en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en aplicación supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, de conformidad con lo establecido en el artículo 1° de la misma.

Sirve de criterio orientador la tesis aislada de la Segunda Sala de la Suprema Corte de justicia de la Nación, Registro digital: 268431, cuyo rubro es:

“[…] “DOCUMENTOS PUBLICOS, PRUEBA DE.”, DOCUMENTOS PUBLICOS, PRUEBA DE. Si bien es cierto que los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente afirmados por la autoridad de que aquellos proceden, también lo es que, en caso de estar contradicho su contenido por otras pruebas, su valor queda a la libre apreciación del tribunal, de tal manera que lo hecho constar en un documento público puede ser desvirtuado por otras pruebas que, en concepto, del juzgador, sean plenas para contradecir lo asentado en aquel documento. […]” (sic)

De la anterior, se desprende que los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente afirmados por la autoridad de que aquellos proceden, y su valor queda a la libre apreciación de esta Comisión.

Expuestas las posturas de las partes, cabe precisar que, si bien es cierto, la autoridad responsable señaló en su respuesta que dichas unidades se encuentran en proceso administrativo para sustituir el vehículo referido por otro que cumpla con la disposición legal que establece como antigüedad máxima permitida diez años, esto de conformidad con los procedimientos internos que lleve a cabo esta Secretaría para baja de vehículo y/o cambio de vehículo.
Sin embargo, la Ley del Transporte Público del Estado de San Luis Potosí prevé lo siguiente:
ARTICULO 108. Son consideradas como medidas de seguridad las siguientes acciones: 

l. La retención de la licencia a los operadores; 
II. El retiro de los vehículos de la circulación; 
III. El aseguramiento de vehículos, instalaciones y/o servicios auxiliares, y 
IV. La requisa. 

ARTICULO 109. Son causas del retiro de los vehículos de la circulación, para su depósito en aquellas áreas que determine la Secretaría, las siguientes:
I. Ofrecer o prestar el servicio público de transporte sin contar con concesión o permiso; 
II. Por falta de una o ambas placas; o no portar a bordo del vehiculo la tarjeta de circulación respectiva, excepto que cuenten con el comprobante vigente de reposición o con el acta levantada ante Agente del Ministerio Público que justifique su pérdida, cuya fecha no sea mayor a cinco días de antelación; 
III. No haber aprobado la revista vehicular en el término fijado por la Secretaria; 
IV. No portar copia de la póliza de seguro vigente; 
V. Prestar el servicio de transporte público fuera de la ruta autorizada, o en modalidad distinta a la autorizada, o hacer base en lugar no autorizado, o con vehículos que por sus condiciones físicas o mecánicas no garanticen la seguridad de los usuarios o terceros, o con vehículos que excedan la antigüedad máxima permitida; 
VI. Alterar las tarifas vigentes; 
VII. Cuando el conductor no porte la licencia o la tarjeta de identificación, o bien no sean las que correspondan al tipo de modalidad; 
VIII. Por realizar el operado, acciones y omisiones que pongan en riesgo la seguridad de los usuarios, peatones o terceros; 
IX. Alterar en cualquier forma el diseño, estructura y construcción original de los vehículos asignados al servicio, sin autorización expresa y por escrito de la Secretaria; 
X. En caso de que el conductor se encuentre bajo los efectos de bebidas alcohólicas, enervantes o cualquier otra sustancia tóxica; 
Xl. En el caso de las modalidades de urbano colectivo general, colectivo de primera clase y suburbano, por permitir o inducir a que los pasajeros asciendan a los vehículos por la puerta trasera, o bien por realizar ascenso o descenso fuera de las bahías o paraderos; XII. Por no cumplir los concesionarios o permisionarios con las disposiciones que en materia de seguridad establezca el Ejecutivo, o la Secretaria; XIII. Por circular las unidades con las puertas abiertas, o con usuarios en los estribos; XIV. Por abastecer de combustible las unidades con pasaje a bordo; XV. Por no respetar el cupo máximo de usuarios autorizado, y XVI. Cuando a juicio de la autoridad durante la prestación del servicio, las acciones u omisiones del operador pongan en riesgo la seguridad de los pasajeros, de otros vehículos o de los transeúntes. 
ARTICULO 110. Cuando por sus condiciones físicas o mecánicas los vehículos no garanticen la seguridad de usuarios o terceros, la Secretaría procederá a retirarlos provisionalmente de la circulación, otorgando al concesionario o permisionario un plazo que no podrá ser mayor de treinta días naturales, contado a partir de la fecha en que se determinó la medida de seguridad, para que subsane el motivo que le dio origen. En caso contrario, la unidad será retirada del servicio en forma definitiva, concediendo al concesionario o permisionario un término improrrogable de noventa días naturales para que substituya el vehículo en los términos previstos por esta Ley. De no hacerlo así, se revocará la concesión o se cancelará el permiso. 
En el caso de vehículos que excedan la antigüedad máxima permitida de diez años, no se autorizará la prestación del servicio de transporte público en los mismos, concediendo al concesionario o permisionario un término improrrogable de noventa días naturales, para que sustituya el vehículo en los términos previstos por ésta Ley; la omisión en el cumplimiento de esta disposición, dará lugar a que inmediatamente concluido el plazo referido, la Secretaría inicie el procedimiento de revocación de la concesión, o cancelación del permiso, según sea el caso.

De la referida normativa se advierte que la misma establece un término improrrogable de noventa días para el caso de los vehículos que excedan la antigüedad máxima permitida de diez años.
No obstante, lo anterior, no pasa inadvertida la manifestación del sujeto obligado respecto las notas periodísticas, toda vez que las mismas únicamente arrojan indicios sobre los hechos que refiere, sin embargo, a la fecha y según el término establecido en la Ley del Transporte del Estado de San Luis Potosí la autoridad responsable puede otorgar alguna expresión documental respecto la información peticionada.


6.2. Sentido y efectos de la resolución.

En las condiciones anotadas y, al haber resultado fundado el agravio que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado Modificar la respuesta proporcionada por el sujeto obligado y, por lo tanto, lo conmina a que:

· Otorgue al solicitante una expresión documental respecto lo peticionado, a saber: “Requiero se me indique de forma concreta el total de las unidades el número económico número de concesión concesionario y modelo de la unidad que fueron retirados de circulación en 2024 por esta secretaría que ya no se encontraban vigentes en San Luis Potosí las cuales tienen una duración de aproximadamente 10 años esto de acuerdo a las declaraciones de su titular Araceli Martínez Acosta que aseguró que fueron 350 unidades las que se retiraron”


6.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con el artículo 175, última parte, de la Ley de Transparencia el ente obligado deberá estarse a lo siguiente:

· La información debe de entregarse en la modalidad solicitada en la inteligencia de que en virtud de que la recurrente expresó que la modalidad de entrega de la información fuera la electrónica, y toda vez que ya no es posible que la autoridad proporcione la información solicitada mediante la Plataforma Nacional, ésta deberá hacerlo a través del correo electrónico señalado por la particular en el recurso de revisión. 

· El sujeto obligado deberá de cuidar que la información que entregará no contenga datos personales como confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública. 
· Se concede al sujeto obligado el plazo de 10 diez días para la entrega de la información.

· De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el sujeto obligado deberá de informar a esta Comisión el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de los 03 tres días siguientes al cumplimiento de la resolución.


6.4. Modalidad de entrega.

Podrá otorgar la información en una modalidad distinta a la solicitada, siempre y cuando funde y motive dicha circunstancia y no se trate de aquella que previenen las obligaciones de transparencia, conforme a los artículos 149
 y 165
 de la Ley de la materia y demás aplicables.

6.5. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.


Se apercibe al ente obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia. 

Por último, se hace de conocimiento del recurrente que, en caso de no estar de acuerdo con los términos de la resolución dictada, podrá impugnar la presente ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y/o a través del Juicio de Amparo indirecto, que promueva ante el Poder Judicial de la Federación, esto con fundamento en el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Por lo expuesto y fundado, el Pleno de esta Comisión resuelve:

RESOLUTIVOS 

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública MODIFICA el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la parte recurrente por el medio que designó, lo anterior, en cumplimiento al acuerdo CEGAIP 204/2023 emitido por el Pleno de este Organismo en Sesión Extraordinaria de 15 quince de febrero de 2023 dos mil veintitrés.
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrado por el Comisionado José Gerardo Navarro Alviso, Presidente, por las Comisionadas Sara Viridiana Tapia Rincón y  Ana Cristina García Nales  siendo ponente la segunda de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución. 

	  COMISIONADO PRESIDENTE

LIC. JOSE GERARDO NAVARRO ALVISO
	COMISIONADA 

MTRA. SARA VIRIDIANA TAPIA RINCÓN



	     COMISIONADA

          ANA CRISTINA GARCÍA NALES
	
	SECRETARIA DE PLENO

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA 


ESTA FOJA CORRESPONDE A LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN 290/2025-2 EMITIDA POR EL PLENO DE LA COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, EN LA SESIÓN ORDINARIA DE 08 OCHO DE ABRIL DE 2025 DOS MIL VEINTICINCO.                                                                                                                                                                                          

MEMH
� Visible a foja 7 de autos. 


� Visible a foja 3 de autos 


� ARTÍCULO 149. De manera excepcional, cuando, de forma fundada y motivada, así lo determine el sujeto obligado, en aquellos casos en que la información solicitada que ya se encuentre en su posesión implique análisis, estudio o procesamiento de Documentos cuya entrega o reproducción sobrepase las capacidades técnicas del sujeto obligado para cumplir con la solicitud, en los plazos establecidos para dichos efectos, se podrán poner a disposición del solicitante los Documentos en consulta directa, salvo la información clasificada. En todo caso se facilitará su copia simple o certificada, así como su reproducción por cualquier medio disponible en las instalaciones del sujeto obligado o que, en su caso, aporte el solicitante


�  ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de:�I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información; II. El costo de envío, en su caso, y III. El pago de la certificación de los Documentos, cuando proceda. Tratándose de la reproducción en medios magnéticos, si el solicitante aporta el medio en el que será almacenada la información, la reproducción será totalmente gratuita. Los sujetos obligados llevarán a cabo la reproducción y/o envío de la información solicitada, previo pago de los derechos correspondientes. La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante. Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que proceda el acceso, los costos de reproducción y envío correrán a cargo del sujeto obligado. Las cuotas de los derechos a que se refiere el artículo 62 de esta Ley, se publicarán en los sitios de Internet de los sujetos obligados. En su determinación se deberá considerar que los montos permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la información, asimismo se establecerá la obligación de fijar una cuenta bancaria única y exclusivamente para que el solicitante realice el pago íntegro del costo de la información que solicitó.
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